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La experiencia argentina anterior a 2003

El modelo de sustitución de importaciones (1930-1976) se desarrolló como una economía cerrada que permitió tasas modestas de crecimiento pero que no fue acompañado por políticas estimuladoras de la competencia, la innovación y la productividad

El resultado fue relativamente pobre en un contexto internacional que, en cambio, atravesaba una «edad de oro», con las tasas de crecimiento del producto, del comercio y de la inversión más altas de toda la historia, con pleno empleo, baja inflación y mejora continua del nivel de vida de la población que la Argentina no supo aprovechar.

Si bien no existía un Estado de Bienestar al estilo europeo, sino una particular adaptación, la protección social en sus diferentes aspectos estaba consolidada y era importante, aún cuando muchas veces estuviera asociada a la inserción en el mercado de trabajo; la salud, la educación, la previsión social y la vivienda eran provistas o subsidiadas por el sector público. Los niveles de exclusión y pobreza eran bajos, y estaban acompañados por un sentimiento de igualdad, derechos y ciudadanía social tradicionalmente fuerte, derivado de una movilidad social ascendente que distinguió durante mucho tiempo a la Argentina. La autonomía estatal era relativamente baja y, no obstante su fuerte presencia económica y social, el Estado estaba a merced de las presiones de los distintos sectores sociales en el marco de las luchas y pujas distributivas.

Esto se traducía en una fuerte volatilidad institucional, resultado de los vaivenes políticos y las rupturas de los ciclos democráticos que fueron acompañados por inestabilidad e incertidumbre económica producto de la falta de consensos claros sobre un modelo de desarrollo.

En 1976 comenzó una nueva etapa que se extendió hasta 2001, que se caracterizó por albergar en su interior no sólo segmentos de diferente tipo de política económica, sino también de vaivenes políticos dramáticos por la ruptura del régimen democrático (en 1976) y la feroz represión desatada contra vastos sectores sociales, en el marco de una violación a los derechos humanos 

En la primera etapa de la convertibilidad (1991-1995) se retoma el sendero del crecimiento (5 por ciento de promedio anual) que, sin embargo, no se vio reflejado en el empleo, sino que por el contrario, convivió con una triplicación del índice de desempleo.

La recuperación del crecimiento se detiene, primero en el efecto post tequila y luego entre 1998 y el año 2000 el PBI cae a una tasa del 3 por ciento anual acumulativo.

Entre los fenómenos económicos y sociales registrados durante ese largo período se destaca la desregulación del mercado de trabajo, cuyos impactos negativos se reflejaron en el aumento de la desocupación, la distribución regresiva del ingreso y el incremento de la pobreza. Este proceso fue particularmente profundo y tuvo, además, consecuencias «perversas». Por ejemplo, a la vez que el gobierno intentaba reducir el costo laboral, vía la disminución de los aportes que las empresas deben realizar al sistema de previsión social por los trabajadores que emplean, la tasa de empleo no registrado aumentó del 29.6% en 1991 a 37.3% en el año 2000 y siguió incrementándose hasta el 44.8% en mayo de 2003. Con el mismo objetivo, sucesivas reformas de las leyes laborales permitieron y estimularon la generalización de formas atípicas y precarias de contratación que terminaron por configurar un mercado laboral fuertemente polarizado, segmentado y heterogéneo.

Las instituciones de protección social sufrieron, importantes reajustes en consonancia con estas nuevas formas de relaciones de trabajo e incorporaron nuevas lógicas como la privatización. 

El impacto que ese patrón de crecimiento tuvo sobre el nivel de empleo fue dramático, llegando a elevar la tasa de desempleo en octubre de 1995 un 18.5%. Luego de la crisis de 2001-2002 este porcentaje trepó aún más, hasta el 21.5%. El incremento de la tasa de desocupación y el fuerte crecimiento del trabajo precario actuaron también en el sentido de reducir la cobertura de la negociación colectiva y aumentar la desprotección de los trabajadores.

Se observó una dinámica contradictoria en la década del noventa entre un aumento de la negociación en cantidad, calidad y renovaciones de ciertos convenios y una permanencia de la «ultra-actividad» de los acuerdos más importantes pactados en la ronda negocial de 1975. Asimismo, la negociación colectiva bajó del ámbito de actividad o de rama productiva al nivel de la empresa

La negociación de salarios se concentró sólo en algunos grupos, mientras que en el resto no se discutían cláusulas salariales sino flexibilización de condiciones laborales.

Por último, las consecuencias de la reducción de los puestos de trabajo produjeron el debilitamiento de las instituciones históricamente atadas al empleo: salario digno, seguridad social, negociación colectiva, etc. y fueron devastadoras para la sociedad argentina. Los hogares pobres se incrementaron del 16.3 % en 1993 al 41.4% en 2002 y los que no podían acceder a una canasta básica de alimentos, los indigentes, más que se quintuplicaron desde 1993 a 2002. 

El aumento en la desigualdad, que registró niveles inéditos en relación con los valores históricos, fue segmentando a la sociedad y excluyendo a vastos sectores de la población, a pesar de estar en presencia de tasas de crecimiento económico significativas en algunos períodos breves.

En otras palabras, las políticas implementadas implicaron la marginación y la exclusión de numerosos sectores de población y derivaron en una crisis política, económica y social sin precedentes, minando las bases de la ciudadanía social alcanzada previamente. 

La crisis de 2001 que terminó con el régimen económico de la convertibilidad y provocó el derrumbe del gobierno radical llevó a una megadevaluación, al default más importante de la historia internacional, a una caída estrepitosa del PBI y el colapso del sistema financiero. 
La política macroeconómica y el rol del trabajo

El abandono de la convertibilidad a partir de 2002, y las políticas públicas implementadas desde 2003 introdujeron una nueva concepción del trabajo.

La perspectiva que guió a la política de crecimiento fue la de considerar al empleo como el principal impulsor de la creación de riqueza

Implicaron la articulación de políticas económicas, laborales y sociales para transformar la producción, crear empleos decentes, mejorar los ingresos y su distribución, y por ende los patrones de consumo, e impulsar la movilidad social.

Para salir del contexto recesivo se implementó una política de tipo de cambio competitivo frente a los socios comerciales, que fuera a la vez flotante y estable en su poder de compra. Algunos estudios muestran que el tipo de cambio tiene impactos sobre el empleo, que pueden observarse a través de tres canales de influencia. El primero de ellos, el macroeconómico está dado por las firmas locales que recuperan competitividad internacional en el corto plazo. Éste facilita un nuevo nivel de actividad, que permite la incorporación de nuevos trabajadores.

Un segundo canal es el de desarrollo, que se asemeja a la utilización de estímulos de promoción industrial que logran una virtual sustitución de importaciones

El tercer canal, de más largo plazo, que los autores caracterizan como de intensidad laboral y que podríamos identificar como de productividad, ya que redefine el rol del trabajo vis a vis la tecnología, protege de hecho a la producción doméstica e induce al uso de tecnologías apropiadas que no discriminen la mano de obra.

Los nuevos precios relativos vigentes tras la devaluación privilegiaron la producción doméstica e incrementaron la competitividad de la industria argentina. 

El tipo de cambio alto promovió el reestablecimiento de encadenamientos productivos y de actividades intensivas en mano de obra en la sustitución de importaciones; la baja disponibilidad de alternativas de inversión en otros activos financieros produjo también la valorización de actividades como la construcción, todo lo cual produjo el aumento de la elasticidad empleo-producto. 

El dinamismo del consumo privado, la estabilización del mercado de cambios, el impacto distributivo de los planes sociales – como el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados-, la política de ingresos, la negociación colectiva y el diálogo social fueron las bases del retorno al crecimiento. 

Como consecuencia, la economía creció a una tasa de alrededor del 9% anual durante los últimos 4 años y las estimaciones preliminares pronostican un nivel similar para el año 2007. En el mismo período la industria creció al 11% anual. El desempeño del sector externo, en el marco de un contexto internacional de precios altos de los productos exportables, ha sido otro pilar del crecimiento; mientras que las importaciones, que también se incrementaron, están integradas mayoritariamente por bienes de capital e insumos intermedios (MECON, 2007).

La creación neta de empresas alcanzó un total de 66.000 en el período 2003-2006. Al mismo tiempo, el número de trabajadores promedio por empresa se fue incrementando paulatinamente como resultado de la suma de ampliaciones en las dotaciones existentes así como en la cantidad de firmas ofreciendo puestos de trabajo.

En esta materia puede además hacerse referencia a dos resultados importantes de este modelo de crecimiento: el desempeño «virtuoso» tanto en materia de cantidad como de calidad del empleo. La tasa de desempleo que en mayo del 2003 llegaba a 20.4 por ciento, bajó a 8.7 por ciento a fines de 2006; en magnitudes esto significa que casi un millón y medio de desocupados obtuvieron un empleo en un marco de creación de más de tres millones de puestos de trabajo. 

Debe destacarse además que esta buena performance económica se ha desarrollado en el marco de una importante recuperación de la productividad laboral, que muestra la sustentabilidad de las mejoras en los ingresos y del crecimiento económico, al mismo tiempo que ha aumentado fuertemente la rentabilidad. 

El agro y la industria han experimentado un destacado incremento para el mismo período.

Estas tendencias por supuesto tuvieron un efecto directo en la reducción de la pobreza y la mejora en la distribución del ingreso. El nivel de pobreza inició un sostenido descenso, motivado por el fuerte crecimiento del empleo y la mejora en los ingresos, que se concentró en los escalones más bajos de la pirámide e impactó también en los hogares al aumentar la cantidad de perceptores ocupados. 

También contribuyó el hecho de que casi 500.000 beneficiarios del Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados pudieron insertarse en el mercado de trabajo formal, con el consiguiente efecto sobre sus ingresos. 

El nuevo gobierno, electo en 2003 en medio de una profunda crisis del sistema político y con un débil caudal electoral, logró reconstruir el poder del Estado sobre la base de consensos y apoyado en el logro de una sólida y sostenida posición financiera del sector público. 

El superávit fiscal se originó precisamente en una política tributaria que permitió la formulación de políticas de ingresos para activos y pasivos; los recursos se obtuvieron gracias a imposiciones sobre la rentabilidad extraordinaria que los sectores exportadores obtuvieron como consecuencia del aumento de los precios internacionales y el elevado tipo de cambio, al fuerte crecimiento del nivel de actividad y del empleo registrado. A su vez, la recuperación del poder adquisitivo de la población generó efectos dinamizadores en la economía doméstica, mientras que un manejo prudente del gasto público aseguró la sustentabilidad macroeconómica.

Gracias a ese superávit, el Estado pudo sostener uno de los programas sociales de mayor cantidad de beneficiarios (que llegó a alcanzar un máximo de dos millones de perceptores) de América latina, el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados, cuyo financiamiento provino en parte de la imposición a las exportaciones primarias. 

Por otra parte, el activo proceso de renegociación de la deuda externa llevado adelante por el gobierno en medio de fuertes críticas internas y externas y sin apoyo del Fondo Monetario Internacional, culminó exitosamente con una reducción importante de su monto (que pasó de una incidencia del 8 por ciento al 2 por ciento del PBI). 

Las crecientes y atractivas oportunidades de negocios en un contexto de liquidez internacional impulsaron el aprovechamiento de la capacidad ociosa instalada y mayores inversiones que posibilitaron la expansión del potencial productivo.  

Una vez recuperada cierta estabilidad económica la obra pública también pasó a tener un rol muy destacado en el crecimiento y en la inversión. La fortaleza del crecimiento económico se tradujo también en el aumento de las reservas del Banco Central, que permitió la cancelación anticipada de los préstamos del Fondo Monetario Internacional por casi diez mil millones de dólares a comienzos de 2006. El stock de reservas se recuperó de ese egreso a fines de ese mismo año y en la actualidad superó los 37.000 millones de dólares. 

Las políticas en materia laboral: objetivo y estrategias

Las políticas activas de la gestión actual del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social se basaron en tres pilares: uno de recuperación de las instituciones del trabajo (eje institucional), otro de política de ingresos y por último de política de empleo.

Las instituciones del trabajo

El abandono por parte del Estado de algunas de sus funciones privativas en las relaciones laborales durante los años noventa dejó su marca más evidente en la precarización y la exclusión de vastos sectores de la población, cuyos signos evidentes fueron tanto el crecimiento del empleo no registrado como la falta de ámbitos orgánicos para la resolución de los conflictos.

Una de las primeras tareas del Estado en materia de política laboral fue la de recuperar la institucionalidad perdida, a través de la aprobación de un nuevo marco jurídico para las relaciones laborales, de la promoción de la negociación colectiva, de la reconstrucción de la inspección del trabajo y de la capacidad estatal de mediación en los conflictos laborales característicos de una economía en crecimiento.

El reordenamiento laboral explicitó la promoción del trabajo decente como objetivo prioritario de las políticas de gobierno y desmanteló algunas de las instituciones más regresivas del mercado de trabajo sancionadas en los años noventa:

Con este marco legal, más acorde a las necesidades de la producción sin descuidar la protección del trabajo, la promoción de la negociación colectiva se convirtió en el mejor modo de alcanzar la mejora en la distribución de la riqueza generada en el nuevo contexto económico. 

Durante los años 90, la inspección del trabajo había sido prácticamente desmantelada y el contrato por tiempo indefinido deslegitimado por las distintas modalidades de contratación implementadas por las normas flexibilizadoras, lo que hacía más difícil la tarea de una inspección debilitada Ambos elementos, enmarcados en una política de reducción de costos laborales y de flexibilización de la fuerza de trabajo, determinaron el aumento sustantivo del empleo no registrado, como ya se ha señalado. El Ministerio de Trabajo apeló de todos modos a la recuperación y el fortalecimiento de la inspección del trabajo, a través de su jerarquización institucional, del aumento sustantivo de su personal y recursos y del lanzamiento de un Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT), que con una destacada campaña de promoción y una fuerte labor de inspección busca reformar patrones de comportamiento y provocar un cambio cultural respecto del incumplimiento de la normativa laboral y previsional. Esta política tiene por reducir la vulnerabilidad de los sectores con menor capacidad de negociación y proporcionar protección y seguridad social, tanto para el trabajador como para su familia.

Por último, el Estado ha puesto un énfasis en la generación de información para apoyar la toma de decisiones tanto del sector público, en el diseño de políticas, planes y programas y en el establecimiento del rumbo económico y social, como de respaldo a los agentes privados en los procesos de negociación colectiva. 

La política de ingresos

El circuito de crecimiento centrado en un mayor empleo equivale a mayor consumo, a su vez, a un mayor inversión requería el desarrollo de políticas activas de ingresos, ya que con las altas tasas de desempleo y de trabajo no registrado que encontró la actual gestión y la capacidad negociadora reducida por parte de los  trabajadores, los frutos del crecimiento económico se hubiesen distribuido de forma muy inequitativa, obstaculizando el desenvolvimiento económico. Esta política de ingresos se basó en tres instrumentos: el salario mínimo, el impulso a la negociación colectiva y la política previsional; esta última involucró una mejora de las jubilaciones mínimas y el incremento de la cobertura mediante la facilitación del acceso al sistema para una parte importante de la población que había sido excluida del mismo por las reformas de los ’90.

La política salarial también se apoyó fuertemente en la recuperación del salario mínimo, vital y móvil (SMVM), instituto central en el mercado de trabajo que había sido abandonado en el año 1993 perdiendo todo valor referencial en la economía.  

Después de once años de inactividad, con la puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil – organismo tripartito – en 2004, se logró mejorar el poder adquisitivo del salario mínimo, consiguiendo un valor compatible con las necesidades de los hogares más desprotegidos en términos de ingresos, debe destacarse que el SMVM que perciben los trabajadores tuvo un incremento del 300 por ciento entre los años 2003 y 2006, pasando de $200 a $800. Su mejora en términos reales fue del 105 por ciento entre 2001 y 2006. Todo ello en un contexto de baja inflación, estabilidad macroeconómica, fuerte descenso del desempleo y crecimiento del empleo registrado. Este incremento significó que pasó de cubrir el 37 por ciento de los ingresos necesarios para superar la línea de pobreza en los años noventa, a un 84 por ciento en el 2006.

Con relación a la población pasiva, con el objetivo de mejorar la situación de las personas mayores más vulneradas por la crisis, en diversas etapas de la última gestión estatal se recompusieron las jubilaciones y pensiones de menor ingreso relativo. Al igual que mediante el SMVM, el incremento del haber mínimo jubilatorio (HMJ) también se convirtió en un recurso estratégico para mejorar la calidad de vida de aquellos que tienen menor poder de negociación. 

La política de empleo

Dentro del objetivo de fortalecer el empleo como instrumento creador de ciudadanía debe señalarse que se mantuvo y reformuló el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados. Éste constituyó una transferencia de ingresos con contraprestación laboral que promovió el consumo durante las primeras etapas de la recuperación económica en las regiones más golpeadas por el desempleo y la falta de oportunidades. A medida que 500.000 de sus 2.000.0000 de beneficiarios se fueron incorporando al mercado de trabajo formal y otros 500.000 fueron dados de baja por distintas razones – mayoría de edad de los hijos, pase a otros planes, etc. –, el PJJHD fue rediseñado para atender las necesidades de los hogares con mayor cantidad de dependientes de manera diferenciada de los que requieren una mejora en sus calificaciones laborales para acceder a un empleo de calidad. Así, para el segmento de mujeres anteriormente «inactivas», consideradas en situación de vulnerabilidad socioeconómica, se diseñó en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social el Programa «Familias por la Inclusión Social», mientras que para los beneficiarios desocupados con dificultades para acceder a un empleo formal se implementó un «Seguro de Capacitación y Empleo», en el propio Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

